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Sí… se puede dar un 
mensaje positivo en 

pleno Estado de Alerta

Bienvenidos a todos a SG/LIFE, una publicación 
elaborada por los profesionales del despacho Sánchez 
Garrido Abogados que pretende compartir de forma 
periódica noticias del sector legal pero con un pequeño 
matiz: “hablamos de noticias… en tiempo real”. 

Llevamos años apostando por ofrecer un servicio jurídico 
a nuestros clientes de calidad, cercano y profesional. 
Ahora pretendemos que ese servicio se complete con 
una información puntual, eficaz y actualizada de lo 
último que acontece en el sector Legal que pueda ser 
de interés para ellos. 

Estamos viviendo una época muy complicada desde 
que el Coronavirus cruzó las fronteras de nuestro país. 
Desde el primer momento, en nuestro despacho he-
mos aplicado las medidas de seguridad necesarias 
para que todos los integrantes de esta gran familia 
puedan estar a salvo y, por supuesto, seguir a la dis-
posición de todos nuestros clientes ofreciendo el me-
jor asesoramiento jurídico, fiscal, contable y laboral. 

Una situación en la que todos nos estamos adaptando 
a las nuevas circunstancias y metodologías de trabajo 
para poder sacar lo mejor de nosotros mismos. 
Sin duda uno de los aprendizajes positivos que 
hemos sacado de este confinamiento en nuestros 
hogares y necesidad de tener que comunicarnos con 
compañeros del despacho y clientes, ha sido el buen 
uso de las nuevas tecnologías. Unas herramientas que 
hemos tenido a nuestra disposición, desde hace unos 
años, pero que no hemos utilizado más allá del entorno 
familiar para poder hacer alguna videoconferencia con 
nuestras mujeres e hijos cuando estábamos de viaje. 

Joaquín Sánchez Garrido
Abogado

Tan solo en dos semanas y media, las reuniones, 
metodología de trabajo y asesoramiento a nuestros 
clientes ha cambiado radicalmente. Todavía es pronto 
para poder sacar conclusiones, pero parece que el 
tiempo cunde más si hacemos un uso inteligente de 
todas las herramientas de comunicación que estamos 
aprendiendo en estos días. Sin duda se trata de un 
aprendizaje positivo que, al mismo tiempo, nos ha 
llevado a mejorar sustancialmente la comunicación 
interna y externa de nuestro despacho. 

Esta publicación nace bajo el amparo de esa inquietud: 
mejorar la comunicación con nuestros clientes, 
ofrecerles información actual y directa comentada y 
asesorada por nuestros abogados, utilizar las nuevas 
tecnologías para romper fronteras profesionales y 
mantener un contacto directo con todos sus lectores 
y receptores. 

Este primer número lo hemos dedicado, como no 
puede ser de otra forma en el Estado de Alarma en 
el que vivimos, a la situación jurídica que rodea la epi-
demia del Coronavirus. Aquí podréis encontrar infor-
mación “en tiempo real” de muchos asuntos relaciona-
dos con la gestión de las empresas en este tiempo tan 
complejo que nos ha tocado vivir. 

Espero que sea una herramienta interesante para 
nuestros clientes y colaboradores y deseo que, el tiem-
po que dure esta situación, seamos conscientes todo 
lo que hemos dejado atrás y valoremos el hoy para 
poder construir, día a día y con paciencia, un futuro 
prometedor para todos. 
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Actualización normativa sobre los 
efectos del estado de alarma por 

COVID19 en la contratación pública. 
Especial referencia a contratos de 
servicios de limpieza y seguridad
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Se trata de una norma extensa y de afección a multitud 
de campos, que no solo introduce nuevas medidas de 
carácter social y económico, sino que en su mayoría 
se dedica a modificar o complementar normativa 
anterior dictada en los últimos días al hilo del estado 
de alarma en el que nos hallamos sumidos.

En este caso, nos vamos a centrar en las particularidades 
que modifican y afectan a la contratación pública.

Bien parece que han tenido eco las dudas y diferencia 
de criterios interpretativos en el ámbito jurídico, por que 
ya la exposición de motivos refleja la modificación del 
siguiente modo: “Asimismo, se modifica la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de 2014 para establecer una excepción a la duración 
de los contratos de servicios ante determinadas 
circunstancias.

En concreto, se permite suspender total o parcialmente 
los contratos de limpieza y seguridad cuando los 
edificios o instalaciones donde se desarrollan queden 
clausurados total o parcialmente, deviniendo imposible 
que el contratista preste los servicios.

A los efectos de aplicación del artículo 34 sólo tienen 
la consideración de contratos públicos aquellos 
que con arreglo a sus pliegos estén sujetos a la Ley 
de Contratos del Sector Público o a la de sectores 
excluidos.

Los gastos salariales incluyen los relativos a las 
cotizaciones a la Seguridad Social a los efectos de lo 
establecido en el artículo 34.”

COVID19. Contratos de servicios de limpieza y seguridad.

La primera novedad que nos encontramos con 
respecto a días pasados se concreta en la disposición 
adicional octava, la cual establece en su apartado 1 
que “El cómputo del plazo para interponer recursos 
en vía administrativa o para instar cualesquiera 
otros procedimientos de impugnación, reclamación, 
conciliación, mediación y arbitraje que los sustituyan 
de acuerdo con lo previsto en las Leyes, en cualquier 
procedimiento del que puedan derivarse efectos 
desfavorables o de gravamen para el interesado, se 
computará desde el día hábil siguiente a la fecha 
de finalización de la declaración del estado de 
alarma, con independencia del tiempo que hubiera 
transcurrido desde la notificación de la actuación 
administrativa objeto de recurso o impugnación con 
anterioridad a la declaración del estado de alarma. 
Lo anterior se entiende sin perjuicio de la eficacia y 
ejecutividad del acto administrativo objeto de recurso 
o impugnación”. 

Por tanto, se complementa y aclara la suspensión de 
términos y plazos administrativos propugnada por el 
Real Decreto 463/2020, en el sentido que nos ocupa 
de que, en materia de contratación administrativa, 
tanto los recursos especiales del art. 44 y siguientes 
de la Ley 9/2017, como los ordinarios, comenzarán su 
cómputo del plazo para interponerlos desde el día 
hábil siguiente a la finalización del estado de alarma. 
Se pasa pues, de un plazo determinado, que venía 
definido por el dies ad quem que resultase de añadir 
los días restantes para interposición de recursos 
administrativos cuando se hizo efectiva la suspensión, 
a un plazo determinable, que se concretará en el 
momento en el que finalice el estado de alarma, 
comenzando entones su cómputo total en dicho 
momento, tanto si el plazo de interposición comenzó 
a correr antes de la declaración del estado de alarma, 

En Boletín Oficial del Estado 
del día 31 de marzo de 2020, se 
ha procedido a la publicación 
del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito 
social y económico para 
hacer frente al COVID-19.
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como durante el mismo. Se agradece, a efectos de 
seguridad jurídica y tranquilidad, pues evidentemente 
no se encontraba en la misma posición la persona 
interesada que dispusiese de uno o dos días para 
finalizar el plazo de recurso, que la que aún le restaba 
un plazo mayor.

El RD-ley 11/2020 ha modificado de forma importante 
el artículo 34 del RD-ley 8/2020 por el que ahora se 
guía prácticamente toda la contratación pública del 
país, concretamente en su disposición final primera, 
apartado diez. En primer lugar ya el título del apar-
tado da una idea del alcance “Diez. Se modifican con 
efectos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo el apartado 1, el cuarto pár-
rafo del apartado 3, el apartado 6, y se añaden dos 
nuevos apartados 7 y 8 del artículo 34 quedando re-
dactados como sigue:”. Así pues, la modificación lo es 
con efectos retroactivos, y será de aplicación incluso 
para aquellos contratos que ya habían sido objeto de 
resoluciones de suspensión, incluso en aquellos que 
se excluían expresamente del régimen de suspensión 
especial instaurado por este art. 34 en detrimento del 
general de los arts. 220 TRLCSP y 208 LCSP.

En el párrafo primero del art. 34, las modificaciones 
consisten en ampliar y aclarar el régimen de suspen-
sión. En este sentido modifica e introduce en el prim-
er párrafo la mención -recordemos que con efectos 
retroactivos- a que “quedarán suspendidos total o 
parcialmente desde que se produjera la situación 
de hecho que impide su prestación y hasta que di-
cha prestación pueda reanudarse”. Así, se elimina la 
palabra automáticamente que ciertamente se contra-
decía con el hecho de que en los siguientes párrafos 
de este apartado 1 establezca que para que operara 
la suspensión es necesaria la intimación a la adminis-
tración para que suspenda “a instancia del contratista”. 
Del mismo modo, se prevé la posibilidad de que la sus-
pensión operada conforme a este artículo sea parcial, y 
no necesariamente completa.

Así, añade un nuevo párrafo que en este sentido aclara 
que “En caso de suspensión parcial, los daños y per-
juicios a abonar serán los correspondientes conforme 
al presente apartado de este artículo a la parte del 
contrato suspendida.”

La relación de conceptos por los que únicamente podrá  
ser indemnizado el contratista, en la prescripción 
que ordena este artículo de que la administración 
“deberá abonar al contratista los daños y perjuicios 
efectivamente sufridos por éste durante el periodo de 
suspensión, previa solicitud y acreditación fehaciente 
de su realidad, efectividad y cuantía” no varía con 
respecto del texto original del RD-ley 8/2020, si bien, se 
añade ahora un nuevo apartado 8 que específicamente 
prevé que “A los efectos de lo señalado en el presente 
artículo, los gastos salariales a los que en él se hace 
alusión incluirán los relativos a las cotizaciones a la 

Seguridad Social que correspondieran”, ampliando 
así en puridad los conceptos que pueden ser objeto 
de indemnización una vez reanudado el contrato.

Introduce un nuevo párrafo, aclaratorio del alcance de 
dicha indemnización, derivado de la regulación que 
en el Real Decreto Ley 10/2020 se hace del “permiso 
recuperable retribuido” para los trabajadores por 
cuenta ajena de actividades no esenciales, y en este 
sentido especifica que “No obstante, en caso de que 
entre el personal que figurara adscrito al contrato 
a que se refiere el punto 1.º de este apartado se 
encuentre personal afectado por el permiso retribuido 
recuperable previsto en el Real Decreto Ley 10/2020, 

de 29 de marzo, el abono por la entidad adjudicadora 
de los correspondientes gastos salariales no tendrá el 
carácter de indemnización sino de abono a cuenta por 
la parte correspondiente a las horas que sean objeto 
de recuperación en los términos del artículo tres del 
mencionado Real Decreto Ley, a tener en cuenta en 
la liquidación final del contrato.”, por lo que en caso de 
tratarse se personal afectado por dicha medida, según 
el sector de actividad en que se encuadre y conforme 
dicho RD-ley 10/2020, el contratista, a la reanudación 
del contrato, solicitará el abono del coste salarial y 
de seguridad social del personal afectado, ya que el 
art. 2.2 del RD-ley 10/2020 establece que “El presente 
permiso conllevará que las personas trabajadoras 

COVID19. Contratos de servicios de limpieza y seguridad.
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conservarán el derecho a la retribución que les 
hubiera correspondido de estar prestando servicios 
con carácter ordinario, incluyendo salario base y 
complementos salariales.”, si bien, la cantidad que 
por dicho concepto y personal se le abone por la 
administración, no será una indemnización, sino 
que se será el pago de las horas que el personal 
afectado por esta medida habrá de recuperar en 
la forma y plazos indicados en el tan mencionado 
RD-ley 10/2020. Habrá que escuchar atentamente a 
los asesores fiscales, para que determinen el mejor 
tratamiento de estas cantidades dependiendo de 
si se trata de un concepto indemnizatorio o no.

La tramitación, en fin, para acoger este supuesto de 
suspensión del art. 34.1 no varía, siendo necesario 
un acuerdo expreso del órgano de contratación 
previa solicitud del contratista con el contenido 
del citado art. 34.1, y siendo el sentido del silencio 
negativo en caso de transcurrir cinco días naturales 
sin respuesta. La Abogacía del Estado, ya se 
ha pronunciado en un informe de 1 de abril de 
2020, en el sentido de estimar que, no obstante, 
la suspensión en estos casos puede producirse 
de oficio por la entidad contratante, y que, si 
bien antes excluía la aplicación del art. 208 LCSP 
o 220 TRLCSP, ahora sólo considera que el art. 34 
únicamente afecta a los conceptos indemnizables 
del art. 208.2.a) LCSP y que por tanto, procede 
igualmente observar el requisito de levantar acta 
de suspensión o solicitarla el contratista para que 
proceda indemnizarle, si bien, el párrafo al que alude 
menciona la inaplicación del 208.2.a. LCSP pero 
también el 220 TRLCS, que aunque no enumera los 
conceptos indemnizables, sí exige igualmente un 
acta de suspensión en su apartado 1º (“No resultará 
de aplicación a las suspensiones a que se refiere el 
presente artículo lo dispuesto en el apartado 2.a) 
del artículo 208 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre; 
ni tampoco lo dispuesto en el artículo 220 del Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público”), luego ¿por qué bajo 
el paraguas de la LCSP sí y del TRLCSP no? Si el 34 
RD-ley 8/2020 establece un régimen especial de 
suspensión y no se pide el acta de suspensión, ¿van 
a denegarse pretensiones indemnizatorias por 
esta razón? La jurisprudencia es unánime cuando 
declara que la indemnización por suspensión en 
la ejecución de una obra no se hace depender de 
un mero requisito formal, como es el relativo a que 
dicha suspensión quede reflejada por escrito en la 
correspondiente acta, y así ya en la STS de 27 de 
enero de 1989  se argumenta que la Administración 
no se puede amparar, a fin de intentar evitar el pago 
de la indemnización, en cuestiones puramente 
formalistas como la omisión de plasmar en un 
documento la suspensión de facto acordada por 
ella misma, actitud contraria a la buena fe que debe 
presumirse en toda la contratación administrativa, 
criterio que se ha mantenido en sentencias más 
recientes como la STS de 18 de mayo de 2009.

Creemos que no debe ser servir de excusa, siquiera 
exigirse, en virtud del principio antiformalista del 
Derecho administrativo, y demás pro administrado, 
pero no obstante, parece prudente y cuesta 
poco que, ante una resolución de suspensión 
de un contrato público, el contratista solicite el 
levantamiento de un acta de suspensión, para que 
de estimarse necesaria por el operador que en 
cada momento le corresponda interpretar estos 
extremos, despliegue los efectos del art. 208 LCSP, 
o bien, los reconocidos por la jurisprudencia bajo 
la aplicación del 220 TRLCSP y ahorrar tiempo y 
esfuerzo en impugnaciones y litigios tras la pérdida 
de tiempo y recursos que de por sí conlleva la 
actual situación.

En el apartado 3º, se modifica su párrafo cuarto, 
dejándolo del siguiente tenor: “En aquellos 
contratos en los que, de acuerdo con el «programa 
de desarrollo de los trabajos o plan de obra» 
estuviese prevista la finalización de su plazo de 
ejecución entre el 14 de marzo, fecha de inicio 
del estado de alarma, y durante el período 
que dure el mismo, y como consecuencia de la 
situación de hecho creada por el COVID-19 o las 
medidas adoptadas por el Estado no pueda tener 
lugar la entrega de la obra, el contratista podrá 
solicitar una prórroga en el plazo de entrega final 
siempre y cuando ofrezca el cumplimiento de sus 
compromisos pendientes si se le amplía el plazo 
inicial, debiendo cumplimentar la correspondiente 
solicitud justificativa”, lo que supone una aclaración 
con respecto al dictado original de la norma, ya que 
parecía que se trataba de diferentes contratos en el 
mismo apartado, y ahora especifica que la solicitud 
del contratista prevista al efecto ha de contener la 
justificación de los requisitos de ofrecimiento del 
cumplimiento de los compromisos pendientes.

La siguiente modificación, el  apartado número 6, 
realiza una alteración de calado, en el sentido de 
determinar su alcance y supuestos de aplicación, 
por cuanto la redacción original como ya expresá-
bamos en anteriores artículos, había dado pie a dis-
tintas interpretaciones por parte de los operadores 
jurídicos, a la hora de estimar que los contratos 
enumerados en el mismo suponía una exclusión 
de cualquier régimen de suspensión, imposibili-
tándose esta opción, o que al no establecer un 
régimen especial ni exclusión expresa, había que 
remitirse a la regulación contenida en los arts. 208 
LCSP y 220 TRLCSP.

El párrafo 6 ha quedado redactado de la siguiente 
forma (e insistimos una vez más, con efecto 
retroactivo):

“6. Lo previsto en los apartados anteriores de 
este artículo, con excepción de lo previsto en 
el penúltimo párrafo del apartado 1, no será 
de aplicación en ningún caso a los siguientes 
contratos:

COVID19. Contratos de servicios de limpieza y seguridad.
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a) Contratos de servicios o suministro sanitario, 
farmacéutico o de otra índole, cuyo objeto esté vinculado 
con la crisis sanitaria provocada por el COVID-19.
b) Contratos de servicios de seguridad, limpieza o de 
mantenimiento de sistemas informáticos.
No obstante, en el caso de los contratos de servicios 
de seguridad y limpieza, sí será posible su suspensión 
total o parcial, en los términos establecidos en el apar-
tado 1 de este artículo, y a instancia del contratista o de 
oficio, si como consecuencia de las medidas adopta-
das por el Estado, las Comunidades Autónomas o la 
Administración local para combatir el COVID 19, al-
guno o algunos de sus edificios o instalaciones públi-
cas quedaran cerrados total o parcialmente devinien-
do imposible que el contratista preste la totalidad o 
parte de los servicios contratados. En el supuesto de 
suspensión parcial, el contrato quedará parcialmente 
suspendido en lo que respecta a la prestación de 
los servicios vinculados a los edificios o instalaciones 
públicas cerradas total o parcialmente, desde la fe-
cha en que el edificio o instalación pública o parte de 
los mismos quede cerrada y hasta que la misma se 
reabra. A estos efectos, el órgano de contratación le 
notificará al contratista los servicios de seguridad y 
limpieza que deban mantenerse en cada uno de los 
edificios. Asimismo, deberá comunicarle, la fecha de 
reapertura total del edificio o instalación pública o 
parte de los mismos para que el contratista proceda 
a restablecer el servicio en los términos pactados.

c) Contratos de servicios o suministro necesarios 
para garantizar la movilidad y la seguridad de las 
infraestructuras y servicios de transporte.

d) Contratos adjudicados por aquellas entidades públicas 
que coticen en mercados oficiales y no obtengan 
ingresos de los Presupuestos Generales del Estado.

El régimen previsto en este artículo se entiende 
sin perjuicio de las medidas que pueda adoptar el 
Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, 
como autoridad competente designada en el artículo 
4 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, para garantizar las prestaciones necesarias 
en orden a la protección de personas, bienes y lugares. 
Dichas medidas podrán implicar, entre otras, una 
modificación de los supuestos en los que procede la 
suspensión de los contratos.”

Y aquí, hemos de desgranar la modificación. En primer 
lugar, la anterior redacción se refería a que no sería de 
aplicación los apartados 1 y 2, y ahora excluye la apli-
cación de los apartados anteriores salvo el penúltimo 
párrafo del apartado 1, que es el que permite prorro-
gar los contratos cuando a su vencimiento no se haya 
formalizado el nuevo que permita la continuidad de 
la prestación conforme el art. 29.4 LCSP aún cuando 
no se haya procedido a la publicación de la nueva lici-
tación con la antelación prevista en el mismo que de-
termina la validez de la “prórroga forzosa” así acordada. 

En segundo lugar, si excluye lo dispuesto en los 
apartados anteriores del art. 34, excluye también la 
inaplicación del régimen general de suspensión del art. 
208 LCSP y 220 TRLCSP. Además, como ya decíamos, 
en nuestro anterior artículo, la deficiente técnica 
legislativa no ayudaba, y continúa sin hacerlo a pesar de 
la oportunidad que se ha tenido para clarificarlo más, y 
sigue apareciendo la palabra artículo en los apartados 
1 y 2 (“No resultará de aplicación a las suspensiones 
a que se refiere el presente artículo lo dispuesto en el 
apartado 2.a) del artículo 208 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre; ni tampoco lo dispuesto en el artículo 220 
del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público”), pero tras la modificación, 
bien podemos reafirmarnos en que realmente se quiere 
referir al apartado concreto en que se ubica, ya que es 
como realmente tiene sentido. Si la excepción se refiriese 
a todo el artículo, se habría subsanado mediante el RD-
ley 11/2020 incardinándolo en un apartado diferenciado, 
y porque como decíamos, no haría falta repetirlo en solo 
dos apartados. Por tanto, nada impide interpretar que 
los contratos que sí se pudieran suspender conforme al 
régimen general del art. 208 LCSP o el art. 220 TRLCSP, 
se entiende que podrán reclamar los conceptos que en 
ellos se recogen, y no los especificados en los apartados 
1 y 2 del art. 34 RD-ley 8/2020.

En cuanto a los contratos de servicios de limpieza y 
seguridad, establece una excepción a la regla de que 
“en ningún caso” será de aplicación a estos contratos 
lo previsto en el art. 34 RD-ley 8/2020, y en este sentido 
ahora sí permite que se acuerde su suspensión, to-
tal o parcial en los términos del apartado 1, y además, 
aquí el acuerdo de suspensión podrá ser de oficio, no 
necesariamente a instancia del contratista, con causa 
que sede el inicio de esta situación de alarma hemos 
visto de edificios o instalaciones públicas que han 
quedado cerradas total o parcialmente deviniendo 
imposible que el contratista preste la totalidad o par-
te de los servicios contratados. Dispone igualmente 
que en caso de suspensiones parciales, el órgano de 
contratación notificará al contratista los servicios de 
seguridad y limpieza que deban mantenerse en cada 
uno de los edificios. Asimismo, deberá comunicarle, 
la fecha de reapertura total del edificio o instalación 
pública o parte de los mismos para que el contratista 
proceda a restablecer el servicio en su totalidad en los 
términos pactados en el contrato.

Se agradece la aclaración y excepción que afecta a este 
tipo de contratos, pues desde la declaración del estado 
de alarma, se estaban produciendo multitud de situa-
ciones según la administración y el servicio de limpieza 
afectado que producían un alto grado de inseguridad.
A la vista de las modificaciones introducidas en el art. 34 
que aquí analizamos, no obstante, hemos de reafirmar el 
criterio que apuntábamos en el anterior artículo sobre 
la posibilidad de solicitar un ERTE en los contratos de 
limpieza y seguridad, por cuanto tras la modificación, 
continúa sin haber una norma o instrucción que 
expresamente se pronuncie en sentido contrario. El Real 
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Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan 
medidas complementarias, en el ámbito laboral, para 
paliar los efectos derivados del COVID-19, no modifica 
ni especifica otras cuestiones sobre la suspensión de 
los contratos públicos o sus consecuencias más allá de 
la prohibición del artículo 2 y del mismo modo, no se ha 
modificado tampoco la Disposición adicional quinta 
del Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por 
el que se regula un permiso retribuido recuperable 
para las personas trabajadoras por cuenta ajena que 
no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la 
movilidad de la población en el contexto de la lucha 
contra el COVID-19, en el que se excluye el permiso 
retribuido recuperable a las personas trabajadoras 
de las empresas adjudicatarias de contratos de 
obras, servicios y suministros del sector público 
que sean indispensables para el mantenimiento y 
seguridad de los edificios y la adecuada prestación 
de los servicios públicos, incluida la prestación de 
los mismos de forma no presencial, lo que unido 
al apartado 2.c), seguimos sin ver impedimento a 
los ERTE de los contratos de servicios de limpieza y 
seguridad. Además, de forma expresa, el Anexo del 
Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que 
se regula un permiso retribuido recuperable para las 
personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten 
servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad 
de la población en el contexto de la lucha contra el 
COVID-19, en su apartado 18 excluye de forma expresa 
al personal de limpieza estableciendo que “No será 
objeto de aplicación el permiso retribuido regulado en 
el presente real decreto-ley a las siguientes personas 

trabajadoras por cuenta ajena: (…) 18. Las que presten 
servicios de limpieza, mantenimiento, reparación de 
averías urgentes y vigilancia, así como que presten 
servicios en materia de recogida, gestión y tratamiento 
de residuos peligrosos, así como de residuos sólidos 
urbanos, peligrosos y no peligrosos, recogida y 
tratamiento de aguas residuales, actividades de 
descontaminación y otros servicios de gestión de 
residuos y transporte y retirada de subproductos o 
en cualquiera de las entidades pertenecientes al 
Sector Público, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público”

En consecuencia, si un contrato de servicios de limpieza 
o seguridad, o cualquiera que se incardine en el 
apartado 6 del art. 34 RD-ley 8/2020 se suspende, bien 
de forma total, bien de forma parcial, por los cauces 
generales previstos en el art. 34.1 citado, se puede 
entender que el contratista sí puede presentar un 
ERTE, para todo el personal afecto al contrato -en caso 
de suspensión total- o para la parte del personal que 
no sea indispensable que continúe en sus funciones 
-en caso de suspensión parcial-, y además, ello lo 
corrobora el hecho de que el art. 34.1 del RD-ley 8/2020 
en su redacción dada por el RD-ley 11-2020, recoge 
que entre los daños y perjuicios efectivamente sufridos 
por éste durante el periodo de suspensión por los que 
podrá ser indemnizado están “Los gastos salariales 
que efectivamente hubiera abonado el contratista al 
personal que figurara adscrito con fecha 14 de marzo 
de 2020 a la ejecución ordinaria del contrato, durante 
el período de suspensión”, por lo que la propia dicción 
del apartado 34.1 refiere y no excluye que, a la fecha 
de reanudación del contrato, no cabrá el pago por la 
Administración de los salarios y seguridad social del 
personal como concepto indemnizable, en el caso de 
no haberse producido el pago de los mismos por el 
contratista si el personal no ha estado afecto al contrato 
durante el periodo de suspensión, por tanto, podrá ser 
objeto de un ERTE, en la forma y plazos determinados 
por la legislación laboral general o específica al 
respecto la normativa sobre COVID19 ya vista. 

El personal que presta servicios para una empresa 
contratista del sector público insistimos en que tiene 
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la condición de un trabajador por cuenta ajena en los 
términos del Estatuto de los Trabajadores, y aun siendo 
la Administración la beneficiaria del trabajo objeto de 
contrato, no se trata de empleados públicos, por lo que 
no habiendo ninguna norma que específicamente 
impida los ERTE de este tipo de personal como hemos 
visto a la luz de las modificaciones legales habidas 
en estos días pasados, la respuesta debe seguir 
siendo afirmativa en cuanto a la posibilidad de que 
las empresas contratistas de contratos de limpieza y 
seguridad relacionadas en el apartado 6 del artículo 
34 del RD-ley 34/2020 puedan presentar un ERTE para 
dicho personal en caso de suspensión del contrato del 
que traen causa.

No obstante, si se ha producido alguna reacción por 
parte de alguna Comunidad Autónoma, que ha ido un 
paso más allá en esta cuestión, ya que realmente re-
sultaba un tanto excesivo intentar hacer cargar a las 
empresas con el coste que conlleva mantener el em-
pleo en un contrato suspendido, máxime en este tipo 
de contratos de mano de obra intensiva en el que casi 
la totalidad del coste es el salarial y de seguridad so-
cial, sin una fecha cierta de reanudación del contrato, 
y posterior tramitación y efectividad del pago de los 
conceptos indemnizables. No tiene sentido que todas 
las normas de medidas sociales y económicas que se 
están promulgando tengan como motivación en sus 
exposiciones introductorias la minimización del im-
pacto económico de las medidas de confinamiento 
y limitación de actividades, en el empleo, las familias 
y las empresas, y se entienda por algunos sectores 
que las empresas adjudicatarias de contratos públicos 
suspendidos no puedan ni solicitar un ERTE, ni que le 
sean abonados los costes de mantener al personal del 
contrato de alta en sus domicilios hasta un momento 
indeterminado en el futuro en el que se le abonarán 
los gastos incurridos hasta la reanudación del servicio, 
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máxime cuando los contratos públicos disponen de 
créditos presupuestarios aprobados y reservados para 
el pago de las cantidades del contrato. 

Así, la Junta de Andalucía ha publicado el una 
modificación del artículo 11 del Decreto-ley 3/2020, de 
16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario 
al sector económico, de agilización de actuaciones 
administrativas y de medidas de emergencia social, para 
luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus 
(COVID-19), mediante el Decreto-ley 7/2020, de 1 de abril 
(BOJA de 01/04/2020), en el cual se establece que “En 
los contratos públicos de servicios de tracto sucesivo, 
incluidos los contratos de seguridad, limpieza y de 
mantenimiento de sistemas informáticos siempre que 
como  consecuencia directa o indirecta del cierre total 
o parcial de dependencias de la Junta de Andalucía o 
sus entidades instrumentales o consorcios adscritos, 
o de las medidas adoptadas para la contención del 
COVID-19, no fuera posible continuar con la normal 
ejecución de los mismos, tal circunstancia constituirá 
causa de suspensión de la ejecución de acuerdo con 
lo que establece el artículo 34.1 del Real Decreto-ley 
8/2020” se facilita esta acción tendente de veras como 
decimos a minimizar las consecuencias económicas 
de la situación mediante la previsión de su apartados 3 
y 4 del siguiente modo:

“3. Con el fin de garantizar el mantenimiento de 
los puestos de trabajo adscritos a los contratos 
mencionados y con el objetivo de no afectar, con 
carácter general, a la actividad económica y a la 
estabilidad de los puestos de trabajo, el órgano de 
contratación, podrá acordar la continuidad en el pago 
de los contratos suspendidos por causa del COVID-19, 
en la cuantía de los daños y perjuicios a que se refiere 
el apartado anterior y con la misma periodicidad 
que para cada contrato se establezca en los 

“ Excluye el permiso 
retribuido recuperable 
a las personas 
trabajadoras de las 
empresas adjudicatarias 
de contratos de obras, 
servicios y suministros 
del sector público que 
sean indispensables 
para el mantenimiento y 
seguridad de los edificios 
y la adecuada prestación 
de los servicios públicos ”
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Para terminar, el Real Decreto-ley 11/2020, en su 
disposición final primera, apartado diecisiete, modifica 
igualmente la disposición final décima del RD-ley 
8/2020, sobre la vigencia del mismo, ampliándolo así: 
“1. Con carácter general, las medidas previstas en el 
presente real decreto-ley mantendrán su vigencia 
hasta un mes después del fin de la vigencia de la 
declaración del estado de alarma. No obstante, lo 
anterior, aquellas medidas previstas en este real 
decreto-ley que tienen un plazo determinado de 
duración se sujetarán al mismo.

Sin perjuicio de lo anterior la vigencia de las medidas 
previstas en este real decreto-ley, previa evaluación 
de la situación, se podrá prorrogar por el Gobierno 
mediante real decreto-ley.”

Se aprovecha el Real Decreto-ley 11/2020 también 
para incluir una modificación del artículo 29 de la Ley 
9/2017,  que en la previsión del párrafo segundo del 
apartado cuarto de dicho artículo 29 sobre establecer 
un plazo de duración superior al máximo de cinco años 
fijado en dicho artículo para los contratos de servicios, 
ahora, se aplica también para los de suministro.

Ya adelantábamos en nuestro primer artículo referente 
a la novedosa y excepcional regulación de la materia 
que todas las normas, criterios, y casuística en general 
variarían conforme vayan variando las circunstancias 
de la situación en general, y de nuevo, mucho nos te-
memos que esta o será la última modificación a la vis-
ta de la normativa autonómica que se va dictando, así 
como el resultado que la necesaria convalidación que 
las Cortes habrán de hacer de estas normativas.

correspondientes pliegos o documentos contractuales. 
Estos pagos deberán considerarse abonos a cuenta 
de los daños y perjuicios, en los términos del apartado 
2, produciéndose la regularización definitiva de los 
mismo, si procede, a la finalización del periodo de 
suspensión.

4. Los abonos a que se refieren el apartado anterior 
estarán condicionados a que se acredite por la empresa 
prestataria los costes referidos y la permanencia de la 
plantilla de trabajo adscrita al contrato en cuestión, 
en las mismas condiciones laborales y durante el 
tiempo que dure la suspensión, así como el abono de 
los salarios, lo que deberá quedar desglosado en la 
factura y debidamente justificado ante el órgano de 
contratación.”

Parece de veras una medida plausible y predicable 
para todo el sector público español, y que bien 
pudiera introducirse en el art. 34 del RD-ley 8/2020, 
a la hora de su necesaria convalidación por las Cortes 
Generales, pues de lo contrario, se habrá perdido de 
nuevo la posibilidad de aclarar la situación, facilitando 
a las empresas el mantenimiento del empleo que 
tanto propugnan estas normas, con medidas reales 
que aporten liquidez a las empresas para posibilitar 
precisamente el mantenimiento del empleo sin 
merma de las condiciones del personal afectado por 
la suspensión del contrato, y sin carga adicional a la 
caja de la Seguridad Social por la inevitable solicitud 
de ERTES para afrontar la situación en evitación de 
situaciones de riesgo para la futura viabilidad del 
proyecto empresarial una vez superado el periodo de 
crisis actual.

Miguel 
Marcos-Alberca Moreno

Abogado

COVID19. Contratos de servicios de limpieza y seguridad.
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Aprobado por el Consejo de Ministros 
un decreto para mitigar los perjuicios 

del coronavirus en el alquiler
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Las nuevas medidas de ayudas al alquiler, 
aprobadas el 31 de marzo de 2020, 
contemplan la protección a los inquilinos 
afectados por la crisis provocada por el 
COVID19. Además de la prórroga de los 
contratos de alquiler de forma automática, 
la quita del 50% del alquiler hasta un 
máximo de 4 meses, créditos a interés 
cero y la paralización de los desahucios, 
también se facilita una moratoria en el 
pago del alquiler a los arrendadores, 
siendo objeto de acuerdo entre las dos 
partes. En caso de ser pequeños tenedores 
y no llegar al acuerdo, el gobierno 
ofrece a los ciudadanos la posibilidad de 
solicitar ayudas del Estado y préstamos 
sin intereses, extendiendo el plazo de 
las solicitudes durante un mes desde la 
entrada en vigor del decreto.

Las nuevas ayudas al alquiler establecidas durante 
el Estado de Alarma, amparan a los desempleados 
y a los trabajadores afectados por un ERTE o a los 
autónomos que han visto reducida su facturación. 
Este nuevo decreto se ha establecido para suavizar 
los daños de la pandemia del COVID19 provocados 
sobre los ciudadanos, además de moderar las con-
secuencias de la crisis en el alquiler.

Para los arrendadores grandes tenedores con más de 
10 viviendas o fondos de inversión, tendrán que elegir 
entre aplicar la quita del 50% del importe del alquiler 
durante 4 meses, o conceder la reestructuración del 
pago de las mensualidades; resultando ser una mora-
toria de 4 meses en el pago del alquiler y pudiendo ser 
abonada en 3 años.

COVID19. Decreto alquileres.

Los pequeños arrendadores, que podrán rechazar el 
acuerdo entre propietario e inquilino u ofrecer otras 
opciones con un plazo de 7 días para comunicar la 
decisión tomada, beneficiándose este ultimo de la 
posibilidad de solicitar prestamos sin ningún tipo de 
interés.

Los créditos anunciados por el Gobierno, vinculados 
al Instituto de Crédito Oficial, ayudarán a los inquilin-
os vulnerables a solicitar un crédito sin intereses que 
comprende un rango de devolución de hasta 10 años. 
Estas medidas serán incluidas en el Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021, enfrentándose a las graves dificul-
tades económicas que se contemplan en los hogares 
españoles dada su situación agravada por la crisis del 
COVID19.

Los hogares que no se hayan recuperado de esta cri-
sis económica y sanitaria, estarán protegidos por este 
“Programa de ayudas para contribuir a minimizar el im-
pacto económico y social del COVID-19 en los alquileres 
de vivienda habitual”.

Para medir los parámetros establecidos en estas 
nuevas medidas, se valorarán las consecuencias del 
COVID19 que afecten a la facturación haciendo que 
sus ingresos no superen tres veces el IPREM mensual 
(Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples), in-
crementándose también los márgenes si en la unidad 
familiar existen hijos a cargo, personas mayores de 65 
años o personas dependientes. Otro de los valores uti-
lizados será que el alquiler sea igual al 35% o supere los 
ingresos netos de la unidad familiar.

Los autónomos y empresarios que se encuentren en 
situación de vulnerabilidad para afrontar el pago de 
sus letras hipotecarias, optarán por una moratoria en la 
hipoteca de oficinas y/o locales comerciales, estipuladas 
por el Gobierno en el paquete de medidas anunciadas el 
17 de marzo de 2020 para vivienda habitual y ampliadas 
ahora para la renta de espacios profesionales.
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 Posibilidad de solicitud de ERTE por parte 
de contratistas públicos de servicios 
de limpieza en la situación actual de 

estado de alarma por COVID19
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En primer lugar, analizaremos las normas 
que han sido dictadas en estos días para 
afrontar la actual crisis sanitaria creada 
por COVID19.

El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, en su exposición 
de motivos refiere que “En concreto, las medidas 
adoptadas en este real decreto-ley están orientadas a 
un triple objetivo. Primero, reforzar la protección de los 
trabajadores, las familias y los colectivos vulnerables; 
segundo, apoyar la continuidad en la actividad 
productiva y el mantenimiento del empleo; y tercero, 
reforzar la lucha contra la enfermedad. En efecto, más allá 
de las medidas específicas de apoyo a los ciudadanos y 
familias afectadas por la presente situación excepcional, 
es preciso adoptar medidas que proporcionen la 
necesaria flexibilidad para el ajuste temporal de las 
empresas con el fin de favorecer el mantenimiento 
del empleo y reforzar la protección de los trabajadores 
directamente afectados.”  Por tanto, el RD estima que 
facilitar y especificar medidas de aplicación a los ERTE 
de suspensión de contratos o reducciones de jornada 
por causa de las medidas del estado de alarma supone 
una medida de mantenimiento del empleo, y por tanto, 
no entendida ésta como conservación del puesto en 
el sentido de continuar la relación laboral con plena 
disponibilidad y pago de salarios por el empleador.

En cuanto a las medidas en contratos públicos, la 
exposición de motivos establece lo siguiente: “En cuarto 
lugar, se establecen medidas para evitar los efectos 
negativos sobre el empleo y la viabilidad empresarial 
derivados de la suspensión de contratos públicos, 
impidiendo la resolución de contratos públicos 
por parte de todas las entidades que integran el 
sector público y evitar que el COVID-19 y las medidas 
adoptadas por el Estado, las Comunidades autónomas 
o las entidades que integran la Administración local y 
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todos sus organismos públicos y entidades de derecho 
público tengan un impacto estructural negativo sobre 
esta parte del tejido productivo.

Para evitar que el COVID-19 y las medidas adoptadas por 
el Estado, las CCAA o la Administración local para combatirlo 
puedan dar lugar a la resolución de contratos del sector 
público se prevé un régimen específico de suspensión 
de los mismos.”

En primer lugar, el epígrafe del Capítulo II es el de 
“Medidas de flexibilización de los mecanismos de 
ajuste temporal de actividad para evitar despidos”, y 
en su artículo 22 refiere que “Medidas excepcionales 
en relación con los procedimientos de suspensión de 
contratos y reducción de jornada por causa de fuerza 
mayor.

Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada 
que tengan su causa directa en pérdidas de actividad 
como consecuencia del COVID-19, incluida la declar-
ación del estado de alarma, que impliquen suspensión 
o cancelación de actividades, cierre temporal de locales 
de afluencia pública, restricciones en el transporte 
público y, en general, de la movilidad de las personas 
y/o las mercancías, falta de suministros que impidan 
gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la 
actividad, o bien en situaciones urgentes y extraordi-
narias debidas al contagio de la plantilla o la adopción 
de medidas de aislamiento preventivo decretados por 
la autoridad sanitaria, que queden debidamente acred-
itados, tendrán la consideración de provenientes de 
una situación de fuerza mayor, con las consecuencias 
que se derivan del artículo 47 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.”

El artículo 23, por su parte, regula las “Medidas 
excepcionales en relación con los procedimientos de 
suspensión y reducción de jornada por causa económica, 
técnica, organizativa y de producción.
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En los supuestos que se decida por la empresa la 
suspensión de contrato o reducción de la jornada 
por causas económicas, técnicas, organizativas y 
de producción relacionadas con el COVID-19, se 
aplicarán las siguientes especialidades, respecto del 
procedimiento recogido en la normativa reguladora 
de estos expedientes: (…)”

El artículo 28 refiere que el plazo de duración de las 
medidas previstas en los artículos 22, 23, 24 y 25 de este 
real decreto-ley estarán vigentes mientras se mantenga 
la situación extraordinaria derivada del COVID-19.

El artículo 34, trata de las “Medidas en materia de 
contratación pública para paliar las consecuencias del 
COVID-19”, incluido en el epígrafe del Capítulo III titu-
lado “Garantía de liquidez para sostener la actividad 
económica ante las dificultades transitorias consecuen-
cia de la situación”.

Dicho art. 34, regula las suspensiones de: a) apartado 
1, contratos públicos de servicios y de suministros de 
prestación sucesiva cuya ejecución devenga imposi-
ble como consecuencia del COVID-19 o las medidas 
adoptadas por el Estado, las comunidades autónomas 
o la Administración local para combatirlo quedarán au-
tomáticamente suspendidos desde que se produjera 
la situación de hecho, si bien, previa solicitud para ello 
por el contratista; b) apartado 2, contratos públicos de 
servicios y de suministro distintos de los referidos en 
el apartado anterior, siempre y cuando éstos no hubi-
eran perdido su finalidad como consecuencia de la 
situación de hecho creada por el COVID-19, cuando el 
contratista incurra en demora en el cumplimiento de 
los plazos previstos en el contrato como consecuencia 
del COVID-19 o las medidas adoptadas por el Estado, 
las comunidades autónomas o la Administración local 
para combatirlo, y el mismo ofrezca el cumplimiento 
de sus compromisos si se le amplía el plazo inicial o la 
prórroga en curso, el órgano de contratación se lo con-
cederá, correspondiéndole el derecho al abono de los 
gastos salariales adicionales; c) apartado 3, contratos 
públicos de obras, vigentes siempre y cuando éstos no 
hubieran perdido su finalidad como consecuencia de 
la situación de hecho creada por el COVID-19 o las me-
didas adoptadas por el Estado, y cuando esta situación 
genere la imposibilidad de continuar la ejecución del 
contrato, el contratista podrá solicitar la suspensión del 
mismo desde que se produjera la situación de hecho 
que impide su prestación, o una ampliación del plazo, 
en ambos casos, con conceptos indemnizables; d) apar-
tado 4, refiere que en los contratos públicos de conc-
esión de obras y de concesión de servicios darán dere-
cho al concesionario al restablecimiento del equilibrio 
económico del contrato mediante, según proceda en 
cada caso, la ampliación de su duración inicial hasta un 

máximo de un 15 por 100 o mediante la modificación 
de las cláusulas de contenido económico incluidas en 
el contrato.
En el apartado 1, incluye un párrafo que, si bien se 
incardina en dicho apartado 1, lo refiere a todo el 
artículo, estableciendo que “No resultará de aplicación 
a las suspensiones a que se refiere el presente artículo 
lo dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 208 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre; ni tampoco lo dispuesto 
en el artículo 220 del Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.” Y 
que “La suspensión de los contratos del sector público 
con arreglo a este artículo no constituirá en ningún 
caso una causa de resolución de los mismos”

Del mismo modo, el apartado 3, incluye el mismo 
párrafo que, igualmente, si bien se incardina en dicho 
apartado 3, lo refiere a todo el artículo, de nuevo, al 
decir que “No resultará de aplicación a las suspensiones 
a que se refiere el presente artículo lo dispuesto en el 
apartado 2.a) del artículo 208, ni en el artículo 239 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre; ni tampoco lo dispuesto 
en el artículo 220, ni en el artículo 231 del Real Decreto 
Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público.” 

También refiere otro párrafo, que alude a la totalidad del 
artículo, pero igualmente lo incardina en dicho apartado 
3, cuando dice que: “El reconocimiento del derecho a las 
indemnizaciones y al resarcimiento de daños y perjuicios 
que se contempla en este artículo únicamente tendrá 
lugar cuando el contratista adjudicatario principal 
acredite fehacientemente que se cumplen las siguientes 
condiciones:

– Que el contratista principal, los subcontratistas, 
proveedores y suministradores que hubiera contratado 
para la ejecución del contrato estuvieran al corriente del 
cumplimiento de sus obligaciones laborales y sociales, 
a fecha 14 de marzo de 2020.

– Que el contratista principal estuviera al corriente en 
el cumplimiento de sus obligaciones de pago a sus 
subcontratistas y suministradores en los términos previstos 
en los artículos 216 y 217 de la Ley 9/2017, de Contratos del 
Sector Público, a fecha 14 de marzo de 2020.”

La deficiente técnica legislativa fruto de las prisas 
derivadas de la urgencia de la situación no ayuda, y 
evidentemente consta la palabra artículo, pero estimo 
que realmente se quiere referir al apartado concreto 
en que se ubica, ya que es como realmente tiene 
sentido. Si la excepción se refiriese a todo el artículo, 
primero, no haría falta repetirlo en solo dos apartados, 
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y segundo, hubiera sido más adecuado incardinarlo en 
un apartado único para referir la salvaguarda al artículo 
por completo. 

Finalmente, el apartado 6 refiere que “6. Lo previsto en 
los apartados 1 y 2 de este artículo no será de aplicación 
en ningún caso a los siguientes contratos:

(…)
b) Contratos de servicios de seguridad, limpieza o de 
mantenimiento de sistemas informáticos.
(…)”

Por tanto, parece claro que a este tipo de contratos 
-excluida su aplicación expresamente- no se les aplica 
el régimen especial de suspensiones que se ha reg-
ulado en este artículo 34, sino que irá al general del 
art. 208 LCSP o 220 TRLCSP, que es discreccional de la 
administración (salvo por impago de más de 4 meses 
que es el supuesto en que el contratista puede forzar 
esa suspensión), y en el que cobra importancia el acta 
que al efecto se levante para tener fijada la fecha de 
cómputo de los conceptos a abonar al contratista.

Del mismo modo, el párrafo final del artículo, a 
continuación del apartado 6, refiere que “El régimen 
previsto en este artículo se entiende sin perjuicio 
de las medidas que pueda adoptar el Ministro de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, como 
autoridad competente designada en el artículo 4 del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que 
se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
para garantizar las prestaciones necesarias en orden 
a la protección de personas, bienes y lugares. Dichas 
medidas podrán implicar, entre otras, una modificación 
de los supuestos en los que procede la suspensión de 
los contratos.” Pero aquí, en cambio, sí se aprecia que 
puede apreciar que se refiera a la totalidad del artículo, 
ya que el apartado 6 no regula  supuestos en los que 
procede la suspensión de los contratos, sino que los 
excluye de la regulación especial que de la suspensión 
hace de los contratos de los anteriores apartados.

Hay que hacerse eco de criterios contenidos en 
informes de la Abogacía General del Estado que, 
sobre esta normativa excepcional, interpretan que 
la exclusión que hace el apartado 6 se refiere a que 
esos contratos no se pueden suspender, pero no 
podemos estar de acuerdo, realmente el artículo 208 
LCSP/220 TRLCSP sigue siendo aplicable: el RD no 
ha modificado ni suspendido la vigencia del mismo, 
simplemente, ha determinado un régimen específico 
distinto del previsto en dicho artículo para los 
contratos que menciona en el art. 34, dejando a salvo 
los del apartado 6, que por tanto, sólo se suspenderán 
porque la administración quiera, aunque lo solicite 
el empresario, sin plazos, ni conceptos concretos 
indemnizables como sí se hace en otros apartados.

Luego, parece desprenderse que, si bien este tipo 
de actividad es esencial, y que según la Comunidad 
Autónoma su personal incluso pueda quedar a 

disposición de las autoridades para su “reubicación” 
allá donde se le demande para tareas de refuerzo o 
similar, el contrato pudiera suspenderse por decisión 
de la administración, ya sea porque le interese, porque 
se refiera a centros o ubicaciones que no supongan 
servicio esencial para hacer frente a COVID19 y que 
han cesado en su actividad (por ejemplo, centros 
escolares, bibliotecas públicas, centros de día, …), o 
porque no destine al personal afecto a ese contrato 
a otras dependencias o para refuerzo (hospitales, 
residencias de mayores, etc…). Así, Castilla-La Mancha 
ha determinado que “Las empresas de servicios 
contratadas por las Consejerías de Educación, Cultura 
y Deporte y de Bienestar Social, para la prestación de 
servicios en centros educativos o sociales actualmente 
cerrados, y que cuenten en su plantilla con personal 
de limpieza, restauración, atención sanitaria, atención 
social, fisioterapia, psicología, entre otras, pondrán 
dicho personal a disposición de las autoridades 
sanitarias de la región” y que “Las empresas 
contratistas a las que se refiere el apartado primero del 
presente artículo pueden oponerse a esta prestación, 
temporal y por razones de emergencia sanitaria, 
de los servicios demandados por las autoridades 
sanitarias de la región. En tal caso, lo comunicará por 
cualquier medio al órgano de contratación quien 
suspenderá inmediatamente la vigencia del contrato 
con los efectos previstos en la normativa aplicable en 
materia de contratación.”. Del mismo modo, la Junta 
de Andalucía ha establecido que “En el caso de los 
contratos de servicio y contratos de concesión de 
servicio, siempre que como consecuencia directa o 
indirecta del cierre total o parcial de dependencias de 
la  Junta de Andalucía o sus entidades instrumentales 
o consorcios adscritos, o de las medidas adoptadas 
para la contención del COVID-19, no fuera posible 
continuar con la normal ejecución de los mismos, tal 
circunstancia no constituirá causa legal de suspensión 
de  la ejecución y no dará lugar a la suspensión del 
pago de la parte efectivamente prestada. Igualmente 
se abonarán los gastos salariales de la plantilla 
imputables a la administración, así como el resto de 
costes asociados a la prestación del  servicio en las 
condiciones del contrato adjudicado. No se incluirán en 
estos los costes fungibles, los extraordinarios y cualquier 
otro no soportado y no vinculado directamente a dicha 
prestación del servicio”. Por último, a nivel nacional se 
ha generalizado dicha facultad mediante la emisión 
de la Orden SND/295/2020, de 26 de marzo, por la 
que se adoptan medidas en materia de recursos 
humanos en el ámbito de los servicios sociales ante 
la situación de crisis ocasionada por el COVID-19, en 
la que se incide en esta puesta a disposición tanto 
a favor de la Administración del Estado como de las 
Comunidades Autónomas.

Como se aprecia, una autonomía circunscribe la 
disponibilidad del personal a los contratos de ciertas 
Consejerías, y aún así, determinando la suspensión si 
el contratista así lo solicita, mientras que otra, engloba 
a la totalidad de la administración autonómica o 
entidades adscritas y específicamente deniega la 
suspensión de los contratos, adelantando la decisión 
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discrecional con que cuenta para la suspensión en 
una norma con rango de ley.

En consecuencia, la opinión que ha de fundar todo 
lo anterior es que sí es posible suspender por la vía 
general del art. 208 LCSP o 220 TRLCSP los contra-
tos referidos en el apartado 6 del art. 34 del RD-ley 
8/2020, si bien, habrá de analizarse la normativa que 
específicamente pueda afectar en cada Comunidad 
Autónoma, pues como hemos visto, la petición de sus-
pensión conllevaría en alguna de ellas la automática 
denegación de la misma.

Además, por último, el Real Decreto-ley 9/2020, 
de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 
complementarias, en el ámbito laboral, para paliar 
los efectos derivados del COVID–19, no modifica ni 
especifica otras cuestiones sobre la suspensión de los 
contratos públicos o sus consecuencias más allá de 
la prohibición del artículo 2 de que “La fuerza mayor 
y las causas económicas, técnicas, organizativas y 
de producción en las que se amparan las medidas 
de suspensión de contratos y reducción de jornada 
previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, no se podrán entender como 
justificativas de la extinción del contrato de trabajo ni 
del despido”.

En este sentido, la Disposición adicional quinta del 
Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que 
se regula un permiso retribuido recuperable para las 
personas trabajadoras por cuenta ajena que no prest-
en servicios esenciales, con el fin de reducir la movili-
dad de la población en el contexto de la lucha contra el 
COVID-19, sobre “Personal de empresas adjudicatarias 
de contratos del sector público” refiere que “El per-
miso retribuido recuperable regulado en este real de-
creto-ley no resultará de aplicación a las personas tra-
bajadoras de las empresas adjudicatarias de contratos 
de obras, servicios y suministros del sector público 
que sean indispensables para el mantenimiento y se-
guridad de los edificios y la adecuada prestación de 
los servicios públicos, incluida la prestación de los mis-
mos de forma no presencial, todo ello sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 34 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraor-
dinarias para hacer frente al impacto económico y so-
cial del COVID-19.”, lo que unido al apartado 2.c), que 
redunda en que tampoco será aplicable a “Las perso-
nas trabajadoras contratadas por (i) aquellas empresas 
que hayan solicitado o estén aplicando un expediente 
de regulación temporal de empleo de suspensión y 
(ii) aquellas a las que les sea autorizado un expediente 
de regulación temporal de empleo de suspensión 
durante la vigencia del permiso previsto este real de-
creto-ley.”, de nuevo nos indica que en esta punto no 
hay tampoco nada que impida ni la suspensión, ni los 
ERTE de los contratos de servicios relacionados en el 
apartado 6 del art. 34 RD-ley 8/2020

En consecuencia, si un contrato de servicios de 
limpieza, o seguridad, o cualquiera que se incardine en 
el apartado 6 del art. 34 RD-ley 8/2020 se suspende, por 

Miguel 
Marcos-Alberca Moreno

Abogado
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los cauces generales del art. 208 LCSP o 220 TRLCSP, se 
puede entender que el contratista sí puede presentar 
un ERTE, para el personal que quede afectado y no 
sea indispensable que continúe en sus funciones, y 
además, ello lo corrobora el hecho de que el art. 208 
LCSP establece entre los conceptos que se han de 
abonar al contratista por el periodo de suspensión, 
apartado 2.a).3º “Gastos salariales del personal que 
necesariamente deba quedar adscrito al contrato 
durante el período de suspensión”, y aquí, la diferencia 
con respecto a los contratos de los apartados 1 y 2 del art. 
34, que refiere como concepto a abonar el de “salarios 
del personal adscrito al contrato a fecha 14 de marzo 
durante el periodo de suspensión”, por lo que la propia 
dicción del apartado 2.a).3º del art. 208 refiere que de 
abonarse como concepto previsto la del personal que 
necesariamente deba quedar adscrito, se infiere que el 
que no quede adscrito, podrá ser objeto de un ERTE, 
en la forma y plazos determinados por la legislación 
laboral general o específica al respecto la normativa 
sobre COVID19, si bien, como resulta evidente, de ser 
autorizado, a la fecha de reanudación del contrato, no 
cabrá el pago por la Administración de los salarios del 
personal como concepto indemnizable, al no haberse 
producido el pago de los mismos por el contratista, 
pues de ninguna forma decae el requisito de efectividad 
del daño para que sea objeto de indemnización por la 
Administración conforme las reglas generales de la 
responsabilidad que rigen para la misma.

El personal que presta servicios para una empresa 
contratista del sector público, a la luz de todo lo anterior, 
tiene la condición de un trabajador por cuenta ajena 
en los términos del Estatuto de los Trabajadores, al 
concurrir las notas de dependencia y ajeneidad que 
se exigen para poder constatar la existencia de una 
relación laboral, esto es, que la prestación de servicios 
contratada se realice dentro del ámbito de organización 
y dirección de la empresa, por tanto, con sometimiento 
al círculo rector, disciplinario y organizativo de la misma, 
y que aun siendo la Administración la beneficiaria del 
trabajo objeto de contrato, no se trata de empleados 
públicos, por lo que no habiendo ninguna norma 
que específicamente impida los ERTE de este tipo 
de personal, la respuesta ha de ser afirmativa como 
hemos dicho en cuanto a la posibilidad de que las 
empresas contratistas de contratos de limpieza y otros 
relacionados en el apartado 6 del RD-ley 34/2020 
puedan presentar un ERTE para dicho personal en caso 
de suspensión del contrato del que traen causa.
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Según las modificaciones del Real 
Decreto-ley 10/2020, los servicios 

no esenciales deberán paralizar su 
actividad durante el Estado de Alarma
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El Real Decreto-ley 10/2020, aprobado 
por el Gobierno de España, establece la 
obligación de la paralización de servicios y 
actividades no esenciales durante el Estado 
de Alarma, en la que los trabajadores por 
cuenta ajena de empresas e instituciones 
privadas y públicas tendrán que utilizar un 
permiso retribuido recuperable desde el 
lunes 30 de marzo hasta el 9 de abril.

Esta nueva medida no es aplicable a las actividades y 
empleados de empresas que continúan desarrollando 
sus actividades a través del teletrabajo o los empleados 
que ya han sido objeto de ERTE, haya sido solicitado o 
que ya les haya sido autorizado.
Además, las empresas o instituciones que no puedan 
cesar sus servicios de forma inminente, dispondrían 
del lunes 30 de marzo para ejecutar las actividades 
que no pueden ser detenidas de forma inmediata 
por su posible carácter de perjuicio, realizando las ac-
tividades básicas y necesarias para posteriormente 
aplicar el permiso retribuido recuperable.

Dentro de las nuevas medidas aprobadas por el 
Gobierno, se exceptúan a los trabajadores que presenten 
servicios a sectores necesarios o que correspondan 
a la producción de los sectores esenciales. También 
quedarán exentos los trabajadores de las empresas 
que hayan solicitado un ERTE o ya les haya sido 
autorizado. Además, también se excluye a los 
trabajadores que se encuentren en situación de 
baja por incapacidad temporal o su contrato haya 
sido suspendido por causas legales. Otra de las 
excepciones son los trabajadores que continuan 
con su actividad a través del trabajo en remoto 
o cualquier otro modo no presencial. Tampoco 
se incluyen en esta norma los trabajadores por 
cuenta propia (autónomos) ni los TRADE, a los que 
se les seguirá aplicando el régimen de limitación 
de desplazamientos regulado en el art.7.1.c) del RD 
463/2020.

El permiso retribuido recuperable obligatorio 
contempla que los trabajadores conservarán el 
derecho a la retribución que les corresponda en 
cada caso, en la que se incluyen los complementos 
salariales y el salario base. Respecto a la recuperación 
de las horas de trabajo perdidas podrán ser efectivas 
hasta el 31 de diciembre de 2020, la cual deberá 
negociarse entre la empresa y los representantes 
legales de los empleados, en la que durante el periodo 
de consultas, las dos partes deberán negociar de 
buena fe para llegar a un acuerdo.

En caso de no llegar a este acuerdo, las empresas 
deberán notificar a los empleados, y a sus 
representantes legales, en el plazo de 7 días posteriores 
a la finalización del acuerdo, la decisión tomada por 
parte de la empresa para la recuperación de las horas 
de trabajo no ejecutadas. deberán regularse las horas 
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a recuperar. Es importante destacar que las horas a 
recuperar deben llevarse acabo sin incumplir ninguno 
de los periodos mínimos de descansos diarios y 
semanales, sin superar la jornada máxima anual 
respetando los derechos de conciliación personal, 
laboral y familiar.

¿Qué empresas o servicios podrán continuar con su 
actividad hasta el 9 de abril?

Las personas trabajadoras por cuenta ajena no 
afectadas, en numero de 25, quedan reguladas en el 
Anexo del Real Decreto Ley y son las que siguen:

Las que realicen las actividades que deban continuar 
desarrollándose al amparo de los artículos 10.1, 10.4, 
14.4, 16, 17 y 18, del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19 y de la normativa aprobada por la 
Autoridad Competente y las Autoridades Competentes 
Delegadas.

Las que trabajan en las actividades que participan 
en la cadena de abastecimiento del mercado y en el 
funcionamiento de los servicios de los centros de pro-
ducción de bienes y servicios de primera necesidad, 
incluyendo alimentos, bebidas, alimentación animal, 
productos higiénicos, medicamentos, productos san-
itarios o cualquier producto necesario para la protec-
ción de la salud, permitiendo la distribución de los 
mismos desde el origen hasta el destino final.

Las que prestan servicios en las actividades de 
hostelería y restauración que prestan servicios de 
entrega a domicilio.

Las que prestan servicios en la cadena de producción 
y distribución de bienes, servicios, tecnología 
sanitaria, material médico, equipos de protección, 
equipamiento sanitario y hospitalario y cualesquiera 
otros materiales necesarios para la prestación de 
servicios sanitarios.

Aquellas imprescindibles para el mantenimiento de las 
actividades productivas de la industria manufacturera 
que ofrecen los suministros, equipos y materiales 
necesarios para el correcto desarrollo de las actividades 
esenciales recogidas en este anexo.

Las que realizan los servicios de transporte, tanto de 
personas como de mercancías, que se continúen 
desarrollando desde la declaración del estado de 
alarma, así como de aquéllas que deban asegurar el 
mantenimiento de los medios empleados para ello, 
al amparo de la normativa aprobada por la autoridad 
competente y las autoridades competentes delegadas 
desde la declaración del estado de alarma.

Las que prestan servicios en Instituciones Penitenciarias, 
de protección civil, salvamento marítimo, salvamento y 
prevención y extinción de in cendios, seguridad de las 
minas, y de tráfico y seguridad vial. 
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Asimismo, las que trabajan en las empresas de 
seguridad privada que prestan servicios de transporte 
de seguridad, de respuesta ante alarmas, de ronda o 
vigilancia discontinua, y aquellos que resulte preciso 
utilizar para el desempeño de servicios de seguridad en 
garantía de los servicios esenciales y el abastecimiento 
a la población.

Las indispensables que apoyan el mantenimiento del 
material y equipos de las fuerzas armadas.

Las de los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios, así como a las personas que (i) atiendan 
mayores, menores, personas dependientes o perso-
nas con discapacidad, y las personas que trabajen en 
empresas, centros de I+D+I y biotecnológicos vincula-
dos al COVID-19, (ii) los animalarios a ellos asociados, 
(iii) el mantenimiento de los servicios mínimos de las 
instalaciones a ellos asociados y las empresas sumin-
istradoras de productos necesarios para dicha inves-
tigación, y (iv) las personas que trabajan en servicios 
funerarios y otras actividades conexas.

Las de los centros, servicios y establecimientos de 
atención sanitaria a animales.

Las que prestan servicios en puntos de venta de 
prensa y en medios de comunicación o agencias de 
noticias de titularidad pública y privada, así como en 
su impresión o distribución.

Las de empresas de servicios financieros, incluidos 
los bancarios, de seguros y de inversión, para la 
prestación de los servicios que sean indispensables, 

y las actividades propias de las infraestructuras de 
pagos y de los mercados financieros.

Las de empresas de telecomunicaciones y 
audiovisuales y de servicios informáticos esenciales, 
así como aquellas redes e instalaciones que los 
soportan y los sectores o subsectores necesarios para 
su correcto funcionamiento, especialmente aquéllos 
que resulten imprescindibles para la adecuada 
prestación de los servicios públicos, así como el 
funcionamiento del trabajo no presencial de los 
empleados públicos.

Las que prestan servicios relacionados con la 
protección y atención de víctimas de violencia de 
género.

Las que trabajan como abogados, procuradores, 
graduados sociales, traductores, intérpretes y 
psicólogos y que asistan a las actuaciones procesales 
no suspendidas por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria oca-
sionada por el COVID-19 y, de esta manera, cumplan 
con los servicios esenciales fijados consensuada-
mente por el Ministerio de Justicia, Consejo General 
del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y las 
Comunidades Autónomas con competencias en la 
materia y plasmados en la Resolución del Secretario 
de Estado de Justicia de fecha 14 de marzo de 2020, 
y las adaptaciones que en su caos puedan acordarse. 

Las que prestan servicios en despachos y asesorías 
legales, gestorías administrativas y de graduados 
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sociales, y servicios ajenos y propios de prevención de 
riesgos laborales, en cuestiones urgentes.

Las que prestan servicios en las notarías y registros 
para el cumplimiento de los servicios esenciales 
fijados por la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública.

Las que presten servicios de limpieza, mantenimiento, 
reparación de averías urgentes y vigilancia, así como 
que presten servicios en materia de recogida, gestión 
y tratamiento de residuos peligrosos, así como de re-
siduos sólidos urbanos, peligrosos y no peligrosos, rec-
ogida y tratamiento de aguas residuales, actividades 
de descontaminación y otros servicios de gestión 
de residuos y transporte y retirada de subproductos 
o en cualquiera de las entidades pertenecientes al 
Sector Público, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público.

Las que trabajen en los Centros de Acogida a 
Refugiados y en los Centros de Estancia Temporal de 
Inmigrantes y a las entidades públicas de gestión pri-
vada subvencionadas por la Secretaría de Estado de 
Migraciones y que operan en el marco de la Protección 
Internacional y de la Atención Humanitaria.

Las que trabajan en actividades de abastecimiento, 
depuración, conducción, potabilización y saneamiento 
de agua.
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Las que sean indispensables para la provisión de 
servicios meteorológicos de predicción y observación 
y los procesos asociados de mantenimiento, vigilancia 
y control de procesos operativos.

Las del operador designado por el Estado para 
prestar el servicio postal universal, con el fin de 
prestar los servicios de recogida, admisión, transporte, 
clasificación, distribución y entrega a los exclusivos 
efectos de garantizar dicho servicio postal universal.

Las que prestan servicios en aquellos sectores o 
subsectores que participan en la importación y 
suministro de material sanitario, como las empresas 
de logística, transporte, almacenaje, tránsito aduanero 
(transitarios) y, en general, todas aquellas que participan 
en los corredores sanitarios.

Las que trabajan en la distribución y entrega de 
productos adquiridos en el comercio por internet, 
telefónico o correspondencia.

Cualesquiera otras que presten servicios que hayan 
sido considerados esenciales.

Desde Sanchez Garrido Abogados, y a la luz del 
contenido de este último Real Decreto, creemos 
que sigue siendo posible realizar e incluir a personas 
trabajadores en nuevos expedientes de regulación 
temporal de empleo.
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¿Es posible hacer testamento 
durante el Estado de Alarma?

COVID19. Testamento durante el Estado de Alarma.
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El Real Decreto 463/2.020, de fecha 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de 
alarma indicaba para el caso de las notarías 
que, “solo será obligatorio atender aquellas 
actuaciones de carácter urgente, así como 
las que determine el Gobierno”, pero sin  
concretar cuales, son las actuaciones de 
carácter urgente, dejando en todo caso 
al Notario la capacidad de decisión de las 
mismas y siguiendo el citado Real Decreto 
la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, en coordinación con el 
Consejo General del Notariado, ha dictado 
la Instrucción de 15 de marzo de 2.020 sobre 
la adopción de medidas que garanticen la 
adecuada prestación del servicio público 
notarial, indicando la citada Instrucción 
cuanto sigue:

1. “No se admitirá el acceso a la notaría a nadie distinto 
del propio interesado y conforme a la legislación notarial 
otros intervinientes como intérpretes o testigos.

2. La actuación notarial se desarrollará exclusivamente 
en la oficina notarial. En cualquier caso, esa actuación 
notarial se extenderá el tiempo imprescindible, como 
medio de garantizar la finalidad expuesta en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

3. El interesado que acuda a la notaría lo hará en el día y 
hora indicado por el notario, para lo que deberá acudir 
a la misma con aquellos medios de autoprotección 
que garanticen la seguridad sanitaria”.

Igualmente,  y en caso de no sea posible acudir a la 
notaria, es posible hacer testamento en de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 701 del Código Civil el cual 
señala que, “en caso de epidemia puede igualmente 
otorgarse el testamento sin intervención de Notario 
ante tres testigos mayores de dieciséis años”, siem-
pre que el testador tenga capacidad; capacidad que, 
se presume en base al artículo 662 del Código Civil, 
– “la sanidad de juicio se presume siempre en toda 
persona que no haya sido previamente incapacitada, 
mientras no se demuestre y justifique lo contrario 
por aquél a quien compete” -, y la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo de 27 de noviembre de 2.005, de-
clara: “toda persona debe reputarse en su cabal juicio 
como atributo normal de su ser y, por consecuencia, 

ha de presumirse la capacidad del testador en tanto 
no se demuestre inequívoca y concluyentemente, 
que al tiempo de realizar la declaración testamentaria 
tenía enervadas las potencias anímicas de raciocinio y 
de querer con verdadera libertad de elección, postu-
lado y presunción que se ajustan a la idea tradicional 
del “favor testamenti”, incluso pudiendo ser otorgado 
de forma verbal, artículo 702 del Código Civil, esto es, 
se grabe o en voz o en audiovisual su reproducción y 
siempre que se permita de forma explícita y se pueda 
demostrar que la fecha en la que fue grabada entraba 
dentro de los requisitos de estar “bajo epidemia“, de 
conformidad con la Ley 15/2.015, de 2 de julio de Ley de 
Jurisdicción Voluntaria.

Tanto si el testamento es escrito como verbal, los 
testigos deberán conocer al testador y procurar que 
tiene capacidad el mismo, dado que la identificación 
del testador y la capacidad del mismo son los req-
uisitos mínimos para la validez del testamento, sin 
que puedan ser testigos las  personas señaladas en 
los artículos 681 y 682 de nuestro Código Civil, – los 
herederos o legatarios, sus cónyuges, ni parientes de 
aquellos hasta el cuatro grado de consanguineidad, o 
el segundo grado de afinidad o personas no capaces, 
sordos mudos, los que no entiendan, etc -.

No obstante lo anterior, el testamento quedará ineficaz 
“si pasaren dos meses desde que el testador haya 
salido del peligro de muerte, o cesado la epidemia.

Cuando el testador falleciere en dicho plazo, tam-
bién quedará ineficaz el testamento si dentro de los 
tres meses siguientes al fallecimiento no se acude 
al Notario competente para que lo eleve a escritura 
pública, ya se haya otorgado por escrito, ya verbal-
mente” artículo 703 del Código Civil

Y eso sí, no es válido los testamentos utilizando medios 
telemáticos.

Consuelo Sánchez 
Castro Díaz-Guerra 

Abogada

COVID19. Testamento durante el Estado de Alarma.
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Sánchez Garrido Abogados se 
centra en la gestión de los ERTE 

tras el Estado de Alarma
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Sánchez Garrido Abogados gestiona la 
tramitación y resuelve las dudas para 
PYMES y empresas ante la situación 
profesional actual respecto a los ERTE a 
raíz de la pandemia del Coronavirus.

Una de las mayores preocupaciones actuales en 
la sociedad española se refiere a los expedientes 
de regulación temporal de empleo (ERTE), que se 
están tramitando los últimos días a causa de la 
pandemia de causada por el coronavirus, COVID19, 
y el Estado de Alarma en todo el país.

El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo de 
medidas urgentes extraordinarias, para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, 
plantea la posibilidad a las empresas afectadas para 
poder recurrir a los Expedientes de Regulación 
Temporal de Empleo, tanto para los trabajadores, 
como para las empresas, cada día se formulan 
nuevas preguntas a las damos una respuesta rápida 
y eficaz.

Efectos del COVID-19 para la trámitación de los 
ERTE

En este caso, la pandemia del COVID-19, ha 
originado un gran impacto económico llegando 
ya a varias empresas en todas las comunidades de 
España. Las medidas de contención extraordinarias 
para garantizar la seguridad de la sociedad 
española, plantea como solución provisional a las 
empresas a tramitar ERTES en sus plantillas, así 
paliar de forma global las consecuencias derivadas 
de la actual crisis sanitaria y económica durante el 
Estado de Alarma que sufre el país.

COVID19. Gestión de los ERTE tras el Estado de Alarma.

Concretamente, en relación a estas modificaciones 
que engloba al ERTE por fuerza mayor, se recoge una 
serie de peculiaridades con el objetivo de simplificar 
los requisitos con carácter excepcional.

- La empresa debe remitir a la autoridad laboral, 
un informe relativo a la vinculación de la medida de 
suspensión de contratos o reducción de jornada con 
las medidas adoptadas y documentación que lo 
acredite. Además, la empresa deberá entregar a los 
representantes legales de los trabajadores, si los hay, 
una copia de dicha comunicación.

- El plazo para emitir el informe ante una posible 
inspección de trabajo y seguridad social será de 5 días 
máximo.

Por otro lado, en ERTES por causas objetivas de 
carácter productivas, organizativas, técnicas y 
económicas, también se producen algunos cambios:

- El periodo de consultas queda limitada a un plazo 
máximo de 7 días.

- En caso de que la autoridad laboral solicite la 
inspección de Trabajo y Seguridad Social, se dispondrá 
de un plazo máximo de 7 días para emitirlo.

El departamento laboral de Sánchez Garrido 
Abogados trabaja diariamente para ofrecer soluciones 
de la forma más eficaz para PYMES y empresas 
respecto a los trámites de ERTES. 
Ante el constante cambio de las distintas resoluciones 
relacionadas con los expedientes reguladores 
temporales de empleo, resolvemos todas las dudas y 
trámites necesarios a través del teléfono 925 215 174 y 
del email toledo@sanchezgarrido.es.
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Efectos del estado de alarma por el 
COVID-19 en la contratación pública

COVID19. Efectos del Estado de Alarma en la contratación pública.
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Vivimos tiempos convulsos a causa de la 
pandemia de la denominada Enfermedad 
del Coronavirus 2019 (COVID19), causada 
por el virus denominado SARS-CoV-2, 
y que ha sumido a varios países en un 
estado en el que se han tenido que 
tomarse medidas excepcionales para 
evitar la propagación entre la población 
y el colapso del sistema sanitario, en un 
escenario que a nivel mundial supone una 
crisis de efectos disruptivos en todos los 
ámbitos de nuestra sociedad, y España, 
no es una excepción, a efectos de la 
contratación del sector público, por el 
Estado de Alarma que vive el país.

Como daño un directo causado por las medidas de 
aislamiento, confinamiento, reducción de contacto 
social, etc, se ha visto golpeada la economía de forma 
abrupta, y en este sentido, la contratación pública no 
escapa a ello, dadas las peculiaridades que le afectan.
La primera medida adoptada por el gobierno, que 
afecta de plano a la contratación pública, viene dada 
por la suspensión de los plazos administrativos 
contenida en la Disp. Adicional 3ª del Real Decreto 
463/2020, y así, han quedado en suspenso los proced-
imientos de licitación, habiéndose ya determinado el 
alcance de la misma por ejemplo por la Abogacía del 
Estado al establecer que:

a) Que la suspensión afecta a todo el sector público, 
incluidas por tanto también las entidades del sector 
institucional. 

b) La suspensión es la regla general, y el acuerdo de 
no suspensión la excepción, de lo que se deriva que, 
por un lado, al producir la suspensión efectos ex lege, 
no necesita publicarse, en tanto que, por otro lado, 
la excepción, esto es, los acuerdos de no suspensión 
que, de forma motivada, adopten las entidades del 
sector público, si deben publicarse.

A estos efectos, la Dirección General de Patrimonio 
del Estado (responsable de la Plataforma de Contratos 
del Sector Público) ya ha emitido igualmente un 
criterio con directrices para actuar en consecuencia.

Evidentemente, la suspensión de plazos no afecta a los 
procedimientos y resoluciones referidos a situaciones 
estrechamente vinculadas a los hechos justificativos 
del estado de alarma, ni a trámites internos que se 
podrán ir evacuando siempre y cuando no conlleven 
plazos de requerimiento, subsanación, etc… de los 
interesados. Además, por ejemplo, se podrán adoptar 
acuerdos de devolución de garantía, o tramitar 
una certificación de obra o el pago de una factura, 
siempre que los informes hayan sido favorables.

COVID19. Efectos del Estado de Alarma en la contratación pública.

Del mismo modo, se han visto suspendidos los plazos 
para recurrir, tanto los contratos y actos que hayan 
de dirigirse a recursos administrativos, como los 
que se ventilen por los trámites del recurso especial 
en materia de contratación del art. 44 y siguientes 
de la Ley 9/2017 (LCSP). Así pues, entendemos 
que en los concretos casos en que algún acto esté 
pendiente de resolución de recurso, si es un acto 
anterior a la adjudicación, el efecto será neutro, en el 
sentido de que la licitación estaba ya suspendida y 
así seguirá, y en caso de tratarse de recursos contra 
actos de adjudicación, igualmente quedará en 
suspenso el plazo para la formalización del contrato. 
En ambos casos sin perjuicio de la suspensión que 
igualmente afecta al plazo para interponer recurso 
contencioso-administrativo.

Por otro lado, la inseguridad creada ante la obligada 
cesación de actividad de, valga la redundancia, ciertas 
actividades, que de forma directa o indirecta afectan 
a empresas con contratos públicos en marcha (por 
ejemplo, el cierre de los colegios afecta a contratos de 
servicios de limpieza, comedor, etc…) ha determinado 
la regulación específica de estas cuestiones en el art. 
34 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, 
que ha especificado una serie de cuestiones sobre la 
suspensión de los contratos cuyas prestaciones de-
vengan de imposible realización, determinando des-
de ya el alcance de así como las excepciones a dicho 
régimen, que seguirán su curso normal previsto para 
las suspensiones (art. 208 LCSP), modificaciones (art. 
205 LCSP) y, en su caso, resoluciones.

En primer lugar, ha de invocarse el principio de 
ejecución y conservación de los contratos, por lo 
que solamente habrá de acudirse a estas figuras 
legales en caso de que sea imposible la ejecución del 
contrato.

En este sentido, el art. 34 del RD-Ley citado explicita 
la respuesta singular que se dará en cada caso, 
advirtiendo que no será de aplicación a los siguientes 
contratos:

1.	 Contratos de servicios o suministro sanitario, 
farmacéutico o de otra índole, cuyo objeto esté 
vinculado con la crisis sanitaria provocada por el 
COVID-19.

2.	 Contratos de servicios de seguridad, limpieza 
o de mantenimiento de sistemas informáticos.

3.	 Contratos de servicios o suministro necesarios 
para garantizar la movilidad y la seguridad de 
las infraestructuras y servicios de transporte.

4.	 Contratos adjudicados por aquellas entidades 
públicas que coticen en mercados oficiales 
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y no obtengan ingresos de los Presupuestos 
Generales del Estado.

Esto es, estos contratos, en caso de pretenderse su 
suspensión o modificación, habrán de seguir los 
trámites habituales de la LCSP al respecto, sin que les 
sea de aplicación el régimen especial del art. 34 que 
analizamos, y habiendo de tener en cuenta otras par-
ticularidades que les puedan afectar, como por ejem-
plo aquí, en Castilla-La Mancha, el Decreto 9/2020, 
de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas 
extraordinarias de carácter económico-financiero 
y de refuerzo de medios frente a la crisis ocasio-
nada por el COVID-19, que en su art. 13 establece 
que “Las empresas de servicios contratadas por las 
Consejerías de Educación, Cultura y Deporte y de 
Bienestar Social, para la prestación de servicios en 
centros educativos o sociales actualmente cerra-
dos, y que cuenten en su plantilla con personal de 
limpieza, restauración, atención sanitaria, atención 
social, fisioterapia, psicología, entre otras, pondrán 
dicho personal a disposición de las autoridades sani-
tarias de la región”, y que corresponde al Consejero 
de Sanidad comunicar la necesidad de refuerzo de 
medios al órgano de contratación que corresponda, 
así como adscribir, temporalmente y en función de 
las necesidades que se pongan de manifiesto, al per-
sonal que precise y se ponga a su disposición. Si bien, 
establece que las empresas contratistas a las que 
se refiere pueden oponerse a esta prestación de los 
servicios demandados y en tal caso, lo comunicará 
por cualquier medio al órgano de contratación quien 
suspenderá inmediatamente la vigencia del contrato 
con los efectos previstos en la LCSP.

En contrapartida, como decimos, el art. 34 RD-
Ley 8/2020 prevé expresamente las siguientes 
particularidades para determinados tipos de contrato, 
no referidos en el apartado 1 como hemos relacionado, 
por las que se regirá en lugar de las generales de la 
LCSP:

1. Contratos públicos de servicios y de suministros de 
prestación sucesiva. 

Cuando la ejecución devenga imposible como 
consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas por 
el Estado para combatirlo, quedarán automáticamente 
suspendidos hasta que el órgano de contratación 
notifique al contratista el fin de la suspensión, no siendo 
de aplicación lo dispuesto en el apartado 2.a) del 
artículo 208 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre; sobre 
aspectos que comprenderán el abono al contratista, 
y frente a la regla general del principio de riesgo y 
ventura que contiene el artículo 197 LCSP, la entidad 
contratante deberá abonar al contratista los daños y 
perjuicios efectivamente sufridos por éste durante el 
periodo de suspensión, previa solicitud y acreditación 
fehaciente de su realidad, efectividad y cuantía por el 
contratista, pero serán únicamente los siguientes:Los 
gastos salariales que efectivamente hubiera abonado 
el contratista al personal que figurara adscrito con 
fecha 14 de marzo de 2020 a la ejecución ordinaria del 
contrato, durante el período de suspensión.

- Los gastos por mantenimiento de la garantía 
definitiva, relativos al período de suspensión del 
contrato.

COVID19. Efectos del Estado de Alarma en la contratación pública.
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- Los gastos de alquileres o costes de mantenimiento 
de maquinaria, instalaciones y equipos relativos 
al periodo de suspensión del contrato, adscritos 
directamente a la ejecución del contrato, siempre que 
el contratista acredite que estos medios no pudieron 
ser empleados para otros fines distintos durante la 
suspensión del contrato.

- Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro 
previstas en el pliego y vinculadas al objeto del 
contrato que hayan sido suscritas por el contratista y 
estén vigentes en el momento de la suspensión del 
contrato.

El procedimiento es el que igualmente se refiere en 
el art. 34.1 RD-ley citado, a solicitud del contratista 
con el contenido establecido,  debiendo dar respues-
ta la entidad contratante en el plazo de 5 días natu-
rales, transcurridos los cuales sin notificarse la reso-
lución expresa al contratista, esta deberá entenderse 
desestimatoria. Lo cual, unido a la suspensión de pla-
zos administrativos y procesales, deja poco margen al 
contratista para impugnar la resolución hasta tanto 
en cuanto acaben estos efectos del estado de alarma.

Finalmente se indica de forma expresa que la 
suspensión de los contratos del sector público con 
arreglo a las previsiones de este Real Decreto-ley no 
constituirá en ningún caso una causa de resolución 
de los mismos, y así lo incardina en dicho apartado 1 
del art. 34, por lo que no afecta a todos los contratos, 
sino solo a los suspendidos conforme se especifica en 
dicho artículo, de forma que es indiferente el plazo de 
suspensión de los mismos a los efectos de la posible 
causa legal de resolución del art. 211 o 313  LCSP entre 
otros.

2. Contratos públicos de servicios y de suministro 
distintos de los referidos en el apartado anterior. 
Cuando éstos no hubieran perdido su finalidad como 
consecuencia de la situación de hecho creada por 
el COVID-19, y el contratista incurra en demora en el 
cumplimiento de los plazos previstos en el contrato 
como consecuencia del COVID-19 o las medidas 
adoptadas por el Estado, se habilita una ampliación 
del plazo de ejecución sin que pueda aplicarse 
la imposición de penalidades al contratista ni la 
resolución del contrato.

Para ello el contratista deberá solicitar esta ampliación 
de forma expresa, asegurando el cumplimiento 
de sus compromisos si se le amplía el plazo inicial 
o la prórroga en curso, y el órgano de contratación 
concederá dicha ampliación (si el informe de Director 
de Obra no dice lo contrario, lo que se contradice con 
el tipo de contratos al que se refiere) por un plazo 
que será, por lo menos, igual al tiempo perdido por 
el motivo mencionado, a no ser que el contratista 
pidiese otro menor.

Así, se establece que para la ampliación de este plazo, 
el contratista tendrá derecho al abono de los gastos 
salariales adicionales en los que efectivamente 
hubiera incurrido como consecuencia del “tiempo 
perdido” con motivo del COVID-19, hasta un límite 
máximo del 10 por 100 del precio inicial del contrato, 
previa solicitud y acreditación de los mismos.

3. Contratos de obras vigentes. 
Siempre y cuando éstos no hubieran perdido su 
finalidad como consecuencia de la situación de hecho 
creada por el COVID-19 o las medidas adoptadas 
por el Estado, y cuando esta situación genere la 
imposibilidad de continuar la ejecución del contrato, el 
contratista podrá solicitar la suspensión del mismo 
desde que se produjera la situación de hecho que 
impide su prestación y hasta que dicha prestación 
pueda reanudarse, excluyendo expresamente como 
en el apartado 1 lo dispuesto en el apartado 2.a) del 
artículo 208, ni en el artículo 239 LCSP; ni tampoco 
lo dispuesto en el artículo 220, ni en el artículo 231 del 
Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público para los contratos que se 
hallen bajo su paraguas. 

Se entenderá que la prestación puede reanudarse 
cuando, habiendo cesado las circunstancias o 
medidas que la vinieran impidiendo, el órgano de 
contratación notificara al contratista el fin de la 
suspensión. El procedimiento que se establece es el 
mismo del apartado 1 anterior, solicitud al órgano de 
contratación con el contenido establecido, y plazo 
de respuesta de la entidad contratante de 5 días 
naturales, son silencio de sentido desestimatorio. 

En caso de acordar la suspensión o ampliación 
del plazo, solo serán indemnizables los siguientes 
conceptos:

- Los gastos salariales que efectivamente abone 
el contratista al personal adscrito a la ejecución 
ordinaria del contrato antes del 14 de marzo y continúe 
adscrito cuando se reanude, durante el período de 
suspensión, referidos a Los gastos salariales a abonar 
siguiendo el VI convenio colectivo general del sector 
de la construcción 2017-2021 o convenios equivalentes 
pactados.

- Los gastos por mantenimiento de la garantía 
definitiva, relativos al período de suspensión del 
contrato.

- Los gastos de alquileres o costes de mantenimiento 
de maquinaria, instalaciones y equipos siempre que el 
contratista acredite que estos medios no pudieron ser 
empleados para otros fines distintos de la ejecución 
del contrato suspendido y su importe sea inferior al 
coste de la resolución de tales contratos de alquiler 
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o mantenimiento de maquinaria, instalaciones y 
equipos.

- Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro 
previstas en el pliego y vinculadas al objeto del 
contrato que hayan sido suscritas por el contratista 
y estén vigentes en el momento de la suspensión del 
contrato.

El procedimiento para el reconocimiento del 
derecho a las indemnizaciones y al resarcimiento de 
daños y perjuicios exige solicitud formal del contratista 
adjudicatario principal una vez acordada la suspensión 
del contrato o ampliación del plazo, con acreditación 
fehaciente de que que el contratista principal, los 
subcontratistas, proveedores y suministradores que 
hubiera contratado para la ejecución del contrato 
estuvieran al corriente del cumplimiento de sus 
obligaciones laborales y sociales, a fecha 14 de marzo 
de 2020; y que el contratista principal estuviera al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones de 
pago a sus subcontratistas y suministradores en los 
términos previstos en los artículos 216 y 217 LCSP.

Como regla especial se prevé una prórroga 
(ampliación) en el plazo de entrega final en los 
contratos que, de acuerdo con el «programa de 
desarrollo de los trabajos o plan de obra» estuviese 
prevista la finalización de su plazo de ejecución 
entre el 14 de marzo, fecha de inicio del estado de 
alarma, y durante el período que dure el estado 
de alarma, y como consecuencia de la situación 
de hecho creada por el COVID-19 o las medidas 
adoptadas por el Estado no pueda tener lugar la 
entrega de la obra, siempre y cuando el contratista 
lo solicite formalmente y ofrezca el cumplimiento de 
sus compromisos pendientes si se le amplía el plazo 
inicial, por lo que aquí la ampliación de plazo parece 
que resulta automática.

4. Concesión de obras y de concesión de servicios 
vigentes a la entrada en vigor de este real 
decreto-ley. 
La situación de hecho creada por el COVID-19 y las 
medidas adoptadas por el Estado, las comunidades 
autónomas o la Administración local para combatirlo, 
darán derecho al concesionario al restablecimiento 
del equilibrio económico del contrato mediante, 
según proceda en cada caso, la ampliación 
de su duración inicial hasta un máximo de un 
15 por 100 o mediante la modificación de las 
cláusulas de contenido económico incluidas en 
el contrato. Ello solo se determinará a solicitud del 
contratista, y debiendo  apreciar la administración 
la imposibilidad de ejecución del contrato.

Dicho reequilibrio, solo para cuando sea imposible 
la ejecución del contrato concesional así apreciada 
por la administración, se configura como derecho 
automático, que en todo caso compensará a los 
concesionarios por la pérdida de ingresos y el 
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incremento de los costes soportados, entre los que se 
considerarán los posibles gastos adicionales salariales 
que efectivamente hubieran abonado, respecto a 
los previstos en la ejecución ordinaria del contrato 
de concesión de obras o de servicios durante en 
el período de duración de la situación de hecho 
creada por el COVID-19. El procedimiento para este 
reequilibrio es la previa solicitud del concesionario y 
acreditación fehaciente de la realidad, efectividad e 
importe por el contratista de dichos gastos, una vez 
se ha apreciado la imposibilidad de ejecución por la 
solicitud inicial del contratista para ello.

Se establece aquí una excepción a la regla que se 
prevé para el reequilibrio en la LCSP, y que exige para 
que sea efectivo que se afecte a la economía de la 
concesión. No parece probable que en contratos de 
larga duración como son los concesionales, las medi-
das frente al COVID 19 puedan tener un impacto tal 
que supongan la ruptura de la economía del negocio 
concesional, pues no se ha de pasar por alto que se 
basan en la transferencia del riesgo al contratista, sino 
que lo que se pretende es un resorte legislativo para 
paliar las pérdidas temporales ocasionadas mientras 
dure el estado alarma.

Hemos de referir igualmente que el Real Decreto-
ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto 
económico del COVID-19, en su artículo 16 
-modificado a su vez por la Disp. Final Sexta del RD-
Ley 8/2020-, otorga carta de naturaleza, de motivación 
con rango legal, la justificación de necesidad de 
acudir los órganos de la Administración General del 
Estado a la contratación de emergencia del art. 120 
LCSP para la adopción de cualquier tipo de medida 
directa o indirecta por parte de los órganos de la 
Administración General del Estado. Así pues, el resto 
de administraciones, deberán motivarlo, pero qué 
duda cabe que en relación al COVID19, la motivación 
se facilita bastante para dichas administraciones. Se 
echa de menos que se haga extensiva la libranza de 
pagos a cuenta para actuaciones preparatorias sin 
necesidad de la garantía de la LCSP, y así facilitar la 
gestión del resto de las administraciones y empresas 
en las áreas que les son propias.

También, para finalizar, señalar que se ha modificado 
en el marco del estado de alarma y excepcional en 
el que nos encontramos los requisitos para proceder 
a la prórroga forzosa de los contratos en vigor, ya 
que el art. 34.1 del Real Decreto-ley 8/2020, establece 
que en aquellos contratos públicos de servicios 
y de suministros de prestación sucesiva, si tras 
vencimiento del contrato no se hubiera formalizado 
el nuevo contrato que garantice la continuidad de 
la prestación como consecuencia de la paralización 
de los procedimientos de contratación derivada de 
lo dispuesto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo podrá acudir la administración a la facultad 
previsto en el último párrafo del artículo 29.4 LCSP 
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Miguel 
Marcos-Alberca Moreno

Abogado

sobre ampliación de plazo del contrato, con 
independencia de la fecha de publicación de la 
licitación de dicho nuevo expediente. Recordemos 
que dicho artículo habilita a prorrogar el contrato por 
un máximo de 9 meses, y en este sentido, el Decreto 
9/2020 castellanomanchego antes citado, en su art. 
11, ya regula esta cuestión especificando que “Los 
contratos actualmente vigentes, celebrados por 
la Administración de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha y su Sector Público, cuyo plazo 
de duración finalice durante el estado de alarma 
declarado por Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, se prorrogarán con carácter obligatorio 
para el contratista durante un período mínimo de 
dos meses y máximo de cuatro, a determinar por el 
órgano de contratación en función de la fecha de 
pérdida de vigencia del citado Real Decreto.

2. Cuando la adjudicación de un nuevo contrato des-
tinado a garantizar la continuidad de un servicio se 
vea afectada, retrasada o suspendida por las conse-
cuencias de la declaración del estado de alarma, la 
vigencia del contrato originario se prorrogará en los 
términos del apartado anterior.”. 

En este sentido, la Abogacía General del Estado ha 
emitido una nota el pasado 19 de marzo de 2020, 

en la que estima que se trata de  una norma espe-
cial aplicable, sin  exclusión es, a todos los contratos 
no suspendidos conforme al artículo 34.1 del Real 
Decreto-ley 8/2020 y cuya  ejecución quede afecta-
da por el COVID-19, debiendo  entenderse también 
aplicable a los contratos menores, dado que dicho 
artículo 34 no distingue ni excluye expresamente de 
su ámbito de aplicación a los contratos menores, y 
dado que el Real Decreto-ley 8/2020 tiene el mismo 
rango legal que la LCSP, pero constituye una  norma 
singular o excepcional, por el contexto de emergen-
cia sanitaria en el que se dicta, cuyo contenido ha de 
prevalecer sobre la regulación del artículo 118 dela 
LCSP. Tiene todo el sentido, pues, que la finalidad que 
persigue el artículo 34.2 del Real Decreto-ley 8/2020 
de facilitar el cumplimiento del contratista que, en los 
contratos no afectados por la suspensión automática 
regulada en el aparatado anterior, incurre en retraso 
en la ejecución como consecuencia del COVID-19, 
concurre también en los contratos menores

Todas las normas, criterios, y casuística en general, no 
obstante, variará a buen seguro conforme vayan vari-
ando las circunstancias de la situación en general, a lo 
que habrá que estar atentos.

COVID19. Efectos del Estado de Alarma en la contratación pública.
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COVID19: 
Régimen de visitas, comunicaciones y 
estancias durante el estado de alarma
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El día 18 de marzo de 2020 se ha publicado 
en el Boletín Oficial del Estado una 
modificación del Real Decreto 463/2020 
por el que se decreta el estado de alarma 
y, más concretamente entre las medidas 
que puedan afectar respecto del régimen 
de visitas, estancias y comunicaciones de 
los menores durante el estado de alarma, 
se efectúa una pequeña modificación 
y/o aclaración que pudiera servirnos para 
resolver dicha cuestión. 

Así se aclara que durante la vigencia del estado de 
alarma las personas únicamente podrán circular por 
las vías o espacios de uso público para la realización de 
determinadas actividades, “que deberán realizarse in-
dividualmente”, y aquí, en la excepción es dónde pod-
ría encuadrarse la entrega y recogida de los menores 
afectados por la separación de sus progenitores, pues 
se establece: “salvo que se acompañe a personas con 
discapacidad, menores, mayores, o por otra causa 
justificada”.

Por tanto se ha ampliado la posibilidad de 
desplazamiento de forma individual si se acompaña 
a menores, de tal modo, que aquellos progenitores 
que opten por llevar a cabo de una forma escrupulosa 
lo acordado, bien en convenio regulador, bien en 
resolución judicial, ya sea Sentencia ya sea Auto de 
Medidas Provisionales, podrán hacerlo de conformidad 
con tal regulación, aconsejándoles que en caso de 
desplazamiento lo hagan acompañados del pertinente 
documento que acredite las visitas y/o estancias.

COVID19. Régimen de visitas, comunicaciones y estancias durante el estado de alarma. 

En cualquier caso y al margen de lo expuesto, cabe 
considerar que debe primar por encima de todo 
el BIENESTAR DE LOS MENORES, no exponerles 
a situaciones de riesgo innecesario, imperando el 
sentido común entre los progenitores, y valorando 
la posibilidad de que la salida de los menores de su 
domicilio habitual no siempre sea lo más beneficioso.

Para el caso de que ambos progenitores acuerden 
suspender o reducir las visitas temporalmente ante 
la actual situación de crisis sanitaria lo aconsejable 
es, además de hacer constar por escrito el consen-
timiento de ambos progenitores (correo electrónico, 
mensajería de Internet,…) mantener el contacto con los 
menores a través de los distintos medios tecnológicos 
que hoy en día se nos presentan.

Desde Sánchez Garrido Abogados una vez más nos 
ponemos a su disposición para aclarar sus dudas, at-
endiendo al caso concreto ya que cada familia requiere 
una solución adaptada a sus propias necesidades.

Mª Teresa Fernández Abad
Abogada
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El Estado pagará las bajas por el 
coronavirus, tratándose como 

contingencia profesional

El pasado martes 10 de Marzo, el Consejo de 
Ministros ha aprobado el Real Decreto-Ley 
6/2020, publicado en el BOE, que incluye 
medidas para mejorar la protección de las 
personas trabajadoras afectadas por el 
COVID-19. 

En dicho RD-Ley se establece que, con carácter 
excepcional, las personas contagiadas o en 
aislamiento por el virus COVID-19, pasarán a estar en 
situación asimilada a accidente de trabajo, a los solos 
efectos de la prestación económica de incapacidad 
temporal del sistema de la Seguridad Social. Con 
esta medida se considera, que tanto las personas en 
aislamiento, como las que se han contagiado del virus, 
se encuentran temporalmente inactivas por causa de 
accidente de trabajo. Lo que supondrá una cuantía 
de prestación desde el día siguiente al de la baja 
laboral por importe del 75% de la base reguladora, 
con cargo a la Seguridad Social. 

El Ministerio de Sanidad adopta un plan económico 
por la expansión del coronavirus

Esta medida preventiva se ha tomado de forma 
extraordinaria, para limitar los costes de la enfermedad 
en el sector privado. y evitar que esta situación 
repercuta más en la economía del país. 

El ministro de sanidad, Salvador Illa, asegura que es 
una de las medidas que forman el plan económico a 
efectos de la expansión del coronavirus. 

COVID19. Bajas por coronavirus como contingencia profesional.

Por lo tanto, lo que hasta ahora se consideraba una 
baja por enfermedad común, pasará a ser una baja 
por contingencia profesional. Esta medida se 
complementará con un plan de choque que negociará 
el presidente del gobierno, Pedro Sánchez, en los 
próximos días. 

Por otra parte, el Gobierno pretende bajar los 
costes laborales para las empresas afectadas por la 
enfermedad, ya que sufrirán la baja de productividad 
por ausencia de trabajadores. Por este motivo, el Estado 
también se hará cargo de las bajas de personas que 
estén en situación de cuarentena, como consecuencia 
de haber estado en contacto con personas infectadas. 

De enfermedad común a contingencia profesional 
para bajas laborales en el sector privado

La diferencia para los trabajadores es notable en el 
importe, ya que afecta a la cuantía de la prestación que 
percibe el trabajador estando de baja. En el caso de las 
bajas por enfermedad común, se recibe una cuantía 
equivalente al 60% de la base reguladora, mientras que, 
en el caso de las bajas por contingencia profesional o 
accidente de trabajo, la cifra asciende al 75%. 

Desde el despacho de Sánchez Garrido Abogados, 
consideramos necesario poner voz a las 
recomendaciones publicadas por la conserjería 
de Sanidad de Castilla-La Mancha, y poner en 
conocimiento la aprobación de un posible protocolo de 
actuación, en el caso de tomar el plan de contención 
por el Covid-19.
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Publicaciones 
Oficiales COVID19
BOE

Para personas interesadas en conocer las publicaciones oficiales, 
de manos del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con Las 
Cortes y Memoria Democrática, os dejamos un link de descarga 
con las referencias publicadas en el BOE.
Para descargar el pdf haz clic en la flecha.

DESCARGAR

https://www.sanchezgarridoabogados.com/wp-content/uploads/2020/04/Relaci_n_de_Medidas_adoptadas_COVID_19_hasta_el_01_04_2020_1585919260.pdf
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